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CONVENIO 

6101000203 Entre el Reino de España y Australia para evitar la doble imposición y pre- 
venir la evasión fiscal en materia de Impuestos sobre la Renta, hecho en 
Canberra el 24 de marzo de 1992. 

TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

6101000203 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

Con fecha 5 de noviembre de 1992, ha tenido entrada 
en esta Cámara, a efectos de lo dispuesto en el artículo 
94.1 de la Constitución, el Convenio entre el Reino de 
España y Australia para evitar la doble imposición y 
prevenir la evasión fiscal en materia de Impuestos so- 
bre la Renta, hecho en Canberra el 24 de marzo de 1992. 

La Mesa del Senado,ha acordado el envío de este Con- 
venio a la Comisión de Asuntos Exteriores. 

Declarado urgente, se comunica, por analogía con lo 
dispuesto en el artículo 135.1 del Reglamento del Se- 
nado, que el plazo para la presentación de cualquier ti- 
po de propuestas terminará el próximo día 10 de no- 
viembre, martes. 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191 
del Reglamento del Senado, se inserta a continuación 
el texto remitido por el Congreso de los Diputados, en- 
contrándose la restante documentación a disposición 
de los señores Senadores en la Secretaría General de 
la Cámara. 

Palacio del Senado, 5 de noviembre de 1992.-El Pre- 
sidente del Senado, Juan José Laborda Martín.-El Se- 

cretario primero del Senado, Manuel Angel Aguilar 
Belda. 

CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y 
AUSTRALIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICION 
Y PREVENIR LA EVASION FISCAL EN MATERIA DE 

IMPUESTOS SOBRE LA RENTA 

El Reino de España y Australia, deseando concluir 
un Convenio para evitar la doble imposición y preve- 
nir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la 
renta, han acordado lo siguiente: 

ARTICULO 1 

Ambito personal 

El presente Convenio es aplicable a las personas re- 
sidentes de uno o de ambos Estados contratantes. 

ARTICULO 2 

Impuestos comprendidos 

1. Los impuestos actuales a los que es aplicable es- 
te Convenio son: 
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a) en el caso de Australia: 

el impuesto sobre la renta y el impuesto sobre el 
arrendamiento de recursos en relación con proyectos 
extracosteros de exploración o explotación de recursos 
petrolíferos establecidos con arreglo a la legislación fe- 
deral de la Commonwealth de Australia; 

b) en el caso de España: 

i) el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas; y 

ii) el impuesto sobre Sociedades. 

2.  El presente Convenio se aplicará igualmente a los 
impuestos de naturaleza idéntica o análoga que se es- 
tablezcan con arreglo a la legislación de la Common- 
wealth de Australia o la legislación de España con 
posterioridad a la fecha de la firma del mismo y que 
se añadan a los impuestos actuales o les sustituyan. 

Las autoridades competentes de los Estados contra- 
tantes se comunicarán mutuamente las modificaciones 
sustantivas que se hayan introducido en sus respecti- 
vas legislaciones relativas a los impuestos que son ob- 
jeto de este Convenio en un plazo de tiempo razonable 
a partir de tales modificaciones. 

ARTICULO 3 

Definiciones generales 

1. En el presente Convenio, a menos que de su con- 
texto se infiera una intervención diferente: 

a) el término «Australia», utilizado en sentido geo- 
gráfico, excluye los territorios exteriores, salvo los si- 
guientes: 

i) el Territorio de la Isla de Norfolk; 
ii) el Territorio de. la Isla de Christmas; 

iii) el Territorio de las Isla Cocos (Keeling); 
iv) el Territorio de las Islas de Ashmore y Cartier; 
v) el Territorio de la Isla de Heard y de las Islas 

McDonald; y 
vi) el Territorio de las Islas del Mar del Coral, e in- 

cluye las áreas adyacentes a los límites territoriales de 
Australia (comprendidos los territorios enumerados en 
los epígrafes i) a vi) inclusive) respecto de las cuales Aus- 
tralia tiene actualmente legislación en vigor, conforme 
al Derecho internacional, relativa a la explotación de 
los recursos naturales del fondo marino, y subsuelo y 
aguas suprayacentes, de la plataforma continental; 

b) el término «España» significa el territorio del Es- 
tado español y, utilizado en sentido geográfico, desig- 
na el territorio del Estado español incluyendo las áreas 
exteriores a su mar territorial en las que, con arreglo 
al Derecho internacional y a su legislación interna, el 
Estado español pueda ejercer jurisdicción o derechos 

de soberanía respecto del fondo marino, su subsuelo 
y aguas suprayacentes, y sus recursos naturales; 

las expresiones «Estado contratante», «uno de los 
Estados contratantes», y «el otro Estado contratante)) 
significan Australia o España, según el contexto; 

d) el término «persona» comprende las personas fí- 
sicas, las sociedades y cualquier otra agrupación de 
personas; 

e)  el término ((sociedad» significa cualquier perso- 
na jurídica o cualquier entidad que se considere socie- 
dad o persona jurídica a efectos impositivos; 

f )  las expresiones «empresa de uno de los Estados 
contratantes» y «empresa del otro Estado contratante» 
significan una empresa, explotada por un residente de 
Australia o una empresa explotada por un residente de 
España, según el contexto; 

g) el término «impuesto» significa el impuesto aus- 
traliano o el impuesto español, según el contexto; 

h) la expresión ((impuesto australiano), designa los 
impuestos establecidos por Australia a los que es apli- 
cable este Convenio en virtud de artículo 2;  

la expresión ((impuesto español» designa los im- 
puestos establecidos por España a los que es aplicable 
este Convenio en virtud del artículo 2; 

c) 

i) 

j) la expresión «autoridad competente)) significa: 

i) en el caso de Australia, el Comisionado de Impues- 
tos o un representante autorizado del Comisionado; y 

ii) en el caso de España, el Ministro de Economía 
y Hacienda o su reprsentante autorizado. 

2.  En este Convenio, las expresiones «impuesto aus- 
traliano)) e «impuesto español)) no incluyen las sancio- 
nes o intereses exigibles conforme a la legislación de 
cualquiera de los Estados contratantes relativa a los im- 
puestos a los que es aplicable este Convenio en virtud 
del artículo 2. 

3. Para la aplicación del presente Convenio por un 
Estado contratante, cualquier expresión no definida en 
el mismo tendrá, a menos que de su contexto se infiera 
un sentido diferente, el significado que se le atribuya 
por la legislación de ese Estado, relativa a los impues- 
tos que son objeto del Convenio, vigente en el momen- 
to de la aplicación. 

ARTICULO 4 

Residencia 

1. A los efectos del presente Convenio, una persona 
LS residente de uno de los Estados contratantes: 

a) en el caso de Australia, si la persona es residente 
de Australia a los efectos de los impuestos australia- 
nos; y 

b) en el caso de España, si la persona es residente 
de España conforme a la legislación de España relati- 
va a los impuestos españoles. 
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2 .  Una persona no es residente de un Estado con- 
tratante a los efectos de este Convenio si está sometida 
a imposición en ese Estado solamente respecto de las 
rentas procedentes de ese Estado. 

Cuando en virtud de las disposiciones preceden- 
tes de este artículo una persona física sea residente de 
ambos Estados contratantes, su situación se resolverá 
de la siguiente manera: 

3. 

a) la persona será considerada residente únicamente 
del Estado contratante donde tenga una vivienda per- 
manente a su disposición; 

si tuviera una vivienda permanente a su disposi- 
ción en ambos Estados contratantes, o en ninguno de 
ellos, se considerará residente únicamente del Estado 
contratante con el que mafitenga relaciones persona- 
les y económicas más estrechas. 

b) 

A los efectos de los epígrafes precedentes, la posesión 
de la ciudadanía o la nacionalidad de uno de los Esta- 
dos contratantes por una persona Eísica será un factor 
a considerar en la determinación de la intensidad de 
sus relaciones personales y económicas con ese Estado. 

Cuando en virtud de las disposiciones del apar- 
tado 1 una persona que no sea una persona física sea 
residente de ambos Estados contratantes, se conside- 
rará residente únicamente del Estado contratante en 
que se encuentre su sede de dirección efectiva. 

4. 

AR'TICULO 5 

Establecimiento permanente 

1. A los efectos del presente Convenio, la expresión 
«establecimiento permanente)), con referencia a una 
empresa, significa un lugar fijo de negocios mediante 
el cual la empresa realice toda o parte de su actividad. 

La expresión «establecimiento permanente )) com- 
prende, en especial: 

2. 

a) las sedes de dirección; 
b) las sucursales; 
c) las oficinas; 
d) las fábricas; 
e) los talleres; 
f )  las minas, los pozos de petróleo o de gas, las can- 

teras o cualquier otro lugar de extracción de recursos 
naturales; 

g) las propiedades agrícolas, ganaderas o forestales; 
h) las obras de construcción, instalación o montaje 

cuya duración exceda de doce meses. 

3. N o  se considerará que una empresa tiene un es- 
tablecimiento permanente por la sola razón de: 

a) la utilización de instalaciones con el único fin de 
almacenar, exponer o entregar bienes o mercancías per- 
tenecientes a la empresa; 

b) el mantenimiento de un depósito de bienes o mer- 
cancías pertenecientes a la empresa con el único fin de 
almacenarlas, exponerlas o entregarlas; 

el mantenimiento de un depósito de bienes o mer- 
cancías pertenecientes a la empresa con el único fin de 
que sean transformadas por otra empresa; 

d) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con 
el único fin de comprar bienes o mercancías, o de re- 
coger información, para la empresa; 

e) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con 
el único fin de realizar para la empresa actividades de 
carácter preparatorio o auxiliar tales como publicidad 
o investigación científica. 

Se considerará que una empresa tiene un estable- 
cimiento permanente en uno de los Estados contratan- 
tes y que realiza actividades mediante ese estableci- 
miento permanente si: 

c) 

4. 

a) realiza actividades de supervisión en ese Estado 
durante un período superior a doce meses en relación 
con una obra de construcción, instalación o montaje 
emprendida en ese Estado; o 

b) utiliza estructuras, instalaciones, plataformas de 
perforación, barcos u otros equipos sustanciales si- 
milares: 

i) para la exploración o la explotación de recursos 

ii) en actividades relacionadas con dicha explora- 
naturales; o 

ción o explotación, 

y, en cualquiera de los casos, el equipo se utiliza de for- 
ma continuada o la duración de esas actividades exce- 
de de doce meses. 

5. Una persona, distinta de un agente que goce de 
estatuto independiente al cual será de aplicación el 
apartado 6, que actúe en uno de los Estados contratan- 
tes por cuenta de una empresa del otro Estado contra- 
tante, constituye establecimiento permanente de dicha 
empresa en el Estado mencionado en primer lugar si: 

a) la persona ostenta y ejerce habitualmente en ese 
Estado poderes que le facultan para concluir contra- 
tos en nombre de la empresa, salvo si las actividades 
de dicha persona se limitan a las mencionadas en el 
apartado 3 y que, de haber sido realizadas mediante un 
lugar fijo de negocios, no hubieran determinado la con- 
sideración de ese lugar como establecimiento permanen- 
te de acuerdo con las disposiciones de ese apartado; o 

actuando de esa forma, la persona fabrica o 
transforma en ese Estado, para la empresa, bienes o 
mercancías pertenecientes a la empresa, siempre que 
la presente cláusula se aplique solamente respecto de 
los bienes o mercancías así fabricados o transformados. 

b) 

6. N o  se considerará que una empresa de uno de los 
Estados contratantes tiene un establecimiento perma- 
nente en el otro Estado contratante por el mero hecho 
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de que realice actividades en ese otro Estado por me- 
dio de un corredor, un comisionista general o cualquier 
otro agente que goce de un estatuto independiente, 
siempre que esas personas actúen en el marco ordina- 
rio de su actividad como tales corredores o agentes. 

El hecho de que una sociedad residente de uno 
de los Estados contratantes controle o sea controlada 
por una sociedad residente del otro Estado contratan- 
te, o que realice actividades en ese otro Estado (ya sea 
por medio de establecimiento permanente o de otra ma- 
nera), no convierte por sí solo a cualquiera de tales so- 
ciedades en establecimiento permanente de la otra. 

8. Los principios establecidos en los apartados pre- 
cedentes de este artículo serán aplicables para deter- 
minar si existe un establecimiento permanente fuera 
de ambos Estados contratantes a los efectos del apar- 
tado 5 del artículo 11 y del apartado 5 del artículo 12 
de este Convenio y si una empresa, distinta de una em- 
presa de uno de los Estados contratantes, tiene un es- 
tablecimiento permanente en uno de los Estados 
contratantes. 

7. 

ARTICULO 6 

Rentas inmobiliarias 

1. Las rentas derivadas de bienes inmuebles pueden 
cometerse a imposición en el Estado contratante en que 
el bien inmueble esté situado. 

En este artículo, la expresión «bienes inmuebles), 
significa: 

2. 

a) en el caso de Australia, tiene el significado que 
le atribuye la legislación australiana, y comprende 
también: 

i) el arrendamiento de terrenos y otras participacio- 
nes en, o relativas a, terrenos, mejorados o no; 

ii) el derecho a percibir pagos variables o fijos por 
la explotación, o la concesión de la exploración o la ex- 
plotación, respecto del producto de la explotación, de 
yacimientos minerales, pozos de petróleo o de gas, can- 
teras LI otros lugares de extracción o explotación de re- 
cursos naturales; y 

b) en el caso de España, los bienes que tengan la 
consideración de inmuebles con arreglo a la legislación 
española, y comprende también: 

i) los bienes accesorios a los bienes inmuebles; 
ii) los derechos a los que sean aplicables las dispo- 

siciones del Derecho privado relativas a los bienes 
raíces; 

iii) 
iv) 

el usufructo de bienes inmuebles; y 
el derecho a percibir pagos variables o fijos por 

la explotación, o la concesión de la exploración o la ex- 
plotación, o respecto del producto de la explotación, de 

yacimientos minerales, pozos de petróleo o de gas, can- 
teras u otros lugares de extracción o explotación de re- 
cursos naturales. 

El arrendamiento de terrenos, otras participacio- 
nes en, o relativas a, terrenos, y los derechos a que se 
refieren los epígrafes del apartado 2 se considerarán 
situados donde se encuentren los terrenos, los yaci- 
mientos minerales, los pozos de petróleo o de as, las can- 
teras o los recursos naturales, según el caso, o donde 
se realicen las actividades de exploración. 

4. Las disposiciones del apartado 1 son aplicables 
a las rentas derivadas de la utilización directa, del 
arrendamiento o aparcería, o de cualquier otra forma 
de uso de los bienes inmuebles. 

Las disposiciones de los apartados 1, 3 y 4 son 
aplicables igualmente a las rentas derivadas de los bie- 
nes inmuebles de una empresa así como a los bienes 
inmuebles utilizados para la prestación de servicios 
personales independientes. 

6. Cuando la propiedad de acciones u otros derechos 
en una sociedad u otra entidad confiera a su dueño el 
disfrute en cualquier forma, utilización directa, arren- 
damiento o cualquier otra forma de uso, de bienes in- 
muebles detentados por la sociedad o entidad, las 
rentas derivadas de dicho disfrute, utilización directa, 
arrendamiento u otra forma de uso de tales derechos 
pueden someterse a imposición en el Estado contratan- 
te en el que los bienes inmuebles estén situados. 

3. 

5.  

ARTICULO 7 

Beneficios empresariales 

1. Los beneficios de una empresa de uno de los Es- 
tados contratantes solamente pueden someterse a im- 
posición en ese Estado, a no ser que la empresa realice 
su actividad en el otro Estado contratante por medio 
de un establecimiento permamente situado en él. Si la 
empresa realiza su actividad de dicha manera, los be- 
neficios de la empresa pueden someterse a imposición 
en el otro Estado, pero sólo en la medida en que pue- 
dan atribuirse a dicho establecimiento permanente. 

2. Sin perjuicio de las disposiciones del apartado 3, 
cuando una empresa de uno de los Estados contratan- 
tes realice su actividad en el otro Estado contratante 
por medio de un establecimiento permanente situado 
en él, en cada Estado contratante se atribuirán a dicho 
establecimiento los beneficios que éste hubiera podi- 
do obtener de ser una empresa distinta y separada que 
realizase las mismas o similares actividades en las mis- 
mas o similares condiciones y tratase con total inde- 
pendencia con la empresa de la que es establecimiento 
permanente o con otras empresas relacionadas con 
aquélla. 

3.  Para la determinación del beneficio del estable- 
cimiento permanente se permitirá la deducción de los 
gastos de la empresa, siempre que se trate de gastos en 
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que se haya incurrido para la realización de los fines 
del establecimiento permanente (comprendidos los gas- 
tos de dirección y los generales de administración pa- 
ra los mismos fines) y que serían deducibles si el 
establecimieqto permanente fuera una entidad indepen- 
diente que pagara esos gastos, tanto si se efectúan en 
el Estado en que se encuentra el establecimiento per- 
manente como en otra parte. 

N o  se atribuirán beneficios a un establecimien- 
to permanente por el mero hecho de que éste compre 
bienes o mercancías para la empresa. 

Las disposiciones de este artículo no impedirán 
la aplicación de la legislación de un Estado contratan- 
te relativa a la determinación de las obligaciones tri- 
butarias de una persona en los casos en que la 
información a disposición de la autoridad competente 
de ese Estado sea inadecuada para la determinación de 
los beneficios que deban atribuirse al establecimiento 
permanente, siempre que dicha legislación se aplique, 
en la medida en que la información a disposición de 
la autoridad permanente lo permita, de forma coheren- 
te con los principios de este artículo. 

Cuando los beneficios comprendan rentas regu- 
ladas separadamente en otros artículos de este Conve- 
nio, las disposiciones de aquéllos no quedarán afectadas 
por las del presente artículo. 

Las disposiciones de este artículo no impedirán 
la aplicación de la legislación de un Estado contratan- 
te relativa a la imposición de los beneficios de opera- 
ciones de seguro con no residentes a condición de que, 
en el caso de que la legislación relevante vigente en cual- 
quiera de los Estados contratantes en la fecha de fir- 
ma de este Convenio se modifique (salvo que lo sea en 
aspectos menores sin que se altere su principio gene- 
ral), los Estados contratantes se consulten para acor- 
dar las modificaciones de este apartado que resulten 
apropiadas. 

4. 

5. 

6. 

7. 

8. Cuando: 

a) un residente de uno de los Estados contratantes 
tenga derecho como beneficiario efectivo, ya sea direc- 
tamente o a través de una o más entidades fiduciarias 
(trusts), a una participación en los beneficios de una 
empresa explotada en el otro Estado contratante por 
el fideicomisario («trustee») de un patrimonio fiducia- 
rio (((trust estaten) que no tenga la consideración de so- 
ciedad a efectos fiscales; y 

respecto de esa empresa, el fideicomisario ten- 
ga, conforme a los principios del artículo 5, un estable- 
cimiento permanente en ese otro Estado, 

b) 

la empresa explotada por el fideicomisario se conside- 
rará explotada en ese otro Estado por aquel residente 
mediante un establecimiento permanente situado en él, 
y la participación de dicho residente en los beneficios 
de la empresa se atribuirá a dicho establecimiento per- 
manente. 

ARTICULO 8 

Buques y aeronaves 

1. Los beneficios obtenidos por un residente de uno 
de los Estados contratantes de la explotación de buques 
o aeronaves, sólo pueden someterse a imposición en ese 
Estado. 

No obstante lo dispuesto en el apartado 1, los be- 
neficios a los que se fiere ese apartado, en cuanto se 
deriven de la explotación de buques o aeronaves exclu- 
sivamente entre lugares situados en el otro Estado con- 
tratante, pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado. 

3.  Las disposiciones de los apartados 1 y 2 son tam- 
bién aplicables a la participación en los beneficios de 
la explotación de buques y aeronaves que obtenga un 
residente de uno de los Estados contratantes por su par- 
ticipación en un «pool», una organización mixta de 
transporte o en una agencia internacional de explo- 
tación. 

4. A los efectos de este artículo, los beneficios deri- 
vados del transporte en buques o aeronaves de pasaje- 
ros, ganado, correo, bienes o mercancías, embarcados 
en un Estado contratante para su descarga en otro lu- 
gar de ese Estado;tendrán la consideración de benefi- 
cios derivados de la explotación de buques o aeronaves 
exclusivamente entre lugares situados en ese Estado. 

2 .  

ARTICULO 9 

Empresas asociadas 

1. Cuando 

a) una empresa de uno de los Estados contratantes 
participe, directa o indirectamente, en la dirección, el 
control o el capital de una empresa del otro Estado Con- 
tratante; o 

unas mismas personas participen, directa o in- 
directamente, en la dirección, el control o el capital de 
una empresa de uno de los Estados contratantes y de 
una empresa del otro Estado contratante, y, en cualquie- 
ra de los casos, las condiciones en las relaciones comer- 
ciales o financieras entre las dos empresas difieran de 
las que serían acordadas por empresas independientes 
relacionándose entre sí con total independencia, los be- 
neficios que habrían sido obtenidos por una de las em- 
presas de no existir esas condiciones, y que de hecho 
no se han realizado a causa de las mismas, pueden ser 
incluidos en los beneficios de esa empresa y sometidos 
a imposición en consecuencia. 

b) 

2 .  Las disposiciones de este artículo no impedirán 
la aplicación de la legislación de un Estado contratan- 
te relativa a la determinación de las obligaciones tri- 
butarias de una persona, incluyendo los supuestos en 
que la información a disposición de la autoridad com- 
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petente de ese Estado sea inadecuada para determinar 
las rentas que deban atribuirse a una empresa, siem- 
pre que dicha legislación se aplique, en la medida en 
que ello sea posible, de forma coherente con los prin- 
cipios de este artículo. 

Cuando los beneficios respecto de los cuales una 
empresa de uno de los Estados contratantes ha sido so- 
metida a imposición en ese Estado sean también inclui- 
dos, en virtud del apartado 1 ó 2, en los beneficios de 
una empresa del otro Estado contratante y se sometan 
a imposición en ese otro Estado, y los beneficios así in- 
cluidos sean beneficios que habrían sido obtenidos por 
la empresa de ese otro Estado si las condiciones esta- 
blecidas entre las empresas hubieran sido las que se 
hubiesen convenido entre empresas independientes re- 
lacionándose entre sí con total independencia, el Esta- 
do mencionado en primer lugar practicará el ajuste 
correspondiente de la cuantía del impuesto exigido so- 
bre esos beneficios. En la determinación de dicho ajuste 
se tomarán en consideración las restantes disposicio- 
nes de este Convenio, y a tal fin las autoridades com- 
petentes de los Estados contratantes se consultarán en 
caso necesario. 

3. 

ARTICULO 10 

Dividendos 

1. Los dividendos pagados por una sociedad residen- 
te de uno de los Estados contratantes, cuyo beneficia- 
rio efectivo sea residente del otro Estado contratante, 
pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

Dichos dividendos pueden someterse a imposi- 
ción en el Estado contratante del que sea residente la 
sociedad que paga los dividendos, y conforme a la le- 
gislación de ese Estado, pero el impuesto así exigido 
no podrá exceder del 15 por ciento de su importe bruto. 

El término ((dividendos)) empleado en este ar- 
tículo significa los rendimientos de las acciones y otros 
rendimientos que la legislación fiscal del Estado con- 
tratante del que sea residente la sociedad que los dis- 
tribuye, asimile a los rendimientos de las acciones. 

En el caso de España, el apartado 2 de este ar- 
tículo no será aplicable a las rentas que, con arreglo 
a las disposiciones de la legislación fiscal española re- 
lativa a las sociedades en régimen de transparencia fis- 
cal, sean imputables a los accionistas de dichas 
sociedades, se distribuyan o no a los mismos. Dichas 
rentas pueden someterse a imposición en España con 
arreglo a su legislación interna en tanto no estén so- 
metidas al Impuesto sobre Sociedades español. 

Las disposiciones del apartado 2 no se aplican si 
el beneficiario efectivo de los dividendos, residente de 
uno de los Estados contratantes, realiza en el otro Es- 
tado contratante, del que es residente la sociedad que 
paga los dividendos, una actividad industrial o comer- 
cial a través de un establecimiento permanente situa- 
do en él, o presta en ese otro Estado servicios 

2.  

3. 

4. 

5. 

personales independientes por medio de una base fija 
allí situada, y la participación que genera los dividen- 
dos está vinculada efectivamente a dicho establecimien- 
to permanente o base fija. En tales casos, serán apli- 
cables las disposiciones del artículo 7 o del artículo 14, 
según proceda. 

Cuando una sociedad residente de un Estado con- 
tratante obtenga beneficios o rentas procedentes del 
otro Estado contratante, ese otro Estado no podrá exi- 
gir ningún impuesto sobre los dividendos pagados por 
la sociedad, salvo en la medida en que dichos dividen- 
dos se paguen a un residente de ese otro Estado o la 
participación que genera los dividendos esté vincula- 
da efectivamente a un establecimiento permanente o a 
una base fija situados en ese otro Estado, ni someter 
los beneficios no distribuidos de la sociedad a un im- 
puesto sobre los mismos, aunque los dividendos paga- 
dos o los beneficios no distribuidos consistan, total o 
parcialmente, en beneficios o rentas procedentes de ese 
otro Estado. 

6. 

ARTICULO 11 

Intereses 

1. Los intereses procedentes de un Estado contra- 
tante, cuyo beneficiario efectivo sea residente del otro 
Estado contratante, pueden someterse a imposición en 
ese otro Estado. 

Dichos intereses pueden someterse a imposición 
en el Estado contratante del que procedan, y conforme 
a la legislación de ese Estado, pero el impuesto así exi- 
gido no podrá exceder del 10 por ciento de su importe 
bruto. 

3. El término «intereses» empleado en este artículo 
comprende los intereses de fondos públicos o de bonos 
u obligaciones, con o sin garantía hipotecaria y con o 
sin cláusula de participación en los beneficios, y los in- 
tereses de cualquier otra forma de crédito así como 
otras rentas asimiladas a los rendimientos del dinero 
prestado por la legislación fiscal del Estado contratante 
del que las rentas procedan. 

4. Las disposiciones del apartado 2 no son aplica- 
bles si el beneficiario efectivo de los intereses, residente 
de uno de los Estados contratantes, realiza en el otro 
Estado contratante, del que proceden los intereses, una 
actividad industrial o comercial por medio de un esta- 
blecimiento permanente situado en él, o presta en ese 
otro Estado servicios personales independientes por 
medio de una base fija allí situada, y el crédito que ge- 
nera los intereses está vinculado efectivamente a dicho 
establecimiento permanente o base fija. En tales casos, 
serán aplicables las disposiciones del artículo 7 o del 
artículo 14, según proceda. 

5. Los intereses se consideran procedentes de un Es- 
tado contratante cuando el deudor es el propio Esta- 
do, o una de sus subdivisiones políticas o entidades 
locales, o un residente de ese Estado. Sin embargo, 

2. 
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cuando el deudor de los intereses, sea o no residente 
de uno de los Estados contratantes, tenga en uno de los 
Estados contratantes, o fuera de ambos, un estableci- 
miento permanente o una base fija en relación con los 
cuales se haya contraído la deuda que da origen al pa- 
go de los intereses y dicho establecimiento permanen- 
te o base fija soporten la carga de los mismos, los 
intereses se considerarán procedentes del Estado don- 
de estén situados el establecimiento permanente o la 
base fija. 

Se considerará que una persona es residente de 
uno de los Estados contratantes a los efectos del apar- 
tado 5 si tiene esa consideración con arreglo a la legis- 
lación fiscal de ese Estado, con independencia de lo que 
pueda resultar de la aplicación a dicha persona de las 
disposiciones del apartado'3 o el apartado 4, según pro- 
ceda, del artículo 4. 

7. Cuando, por razón de las relaciones especiales 
existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo de 
los intereses, o de las que uno y otro mantengan con 
terceros, el importe de los intereses pagados, habida 
cuenta del crédito por el que se pagan, exceda del que 
habrían convenido el deudor y el beneficiario efectivo 
en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este 
artículo sólo se aplicarán a este último importe. En tal 
caso, el exceso pagado podrá someterse a imposición 
con arreglo a la legislación fiscal de cada Estado con- 
tratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones 
del presente Convenio. 

6. 

ARTICULO 12 

Cánones 

1. Los cánones procedentes de uno de los Estados 
contratantes, cuyo beneficiario efectivo sea un residente 
del otro Estado contratante, pueden someterse a impo- 
sición en ese otro Estado. 

Dichos cánones pueden someterse a imposición 
en el Estado contratante del que procedan, y conforme 
a la legislación de ese Estado, pero el impuesto así exi- 
gido no podrá exceder del 10 por ciento de su importe 
bruto. 

3. El término «cánones» empleado en este artículo 
significa las cantidades pagadas o acreditadas, perió- 
dicamente o no, y cualquiera que sea su descripción o 
modo de cálculo, en la medida en que constituyan con- 
traprestación por: 

2. 

a) el uso, o el derecho al uso, de derechos de autor, 
patentes, dibujos o modelos, planos, fórmulas o proce- 
dimientos secretos, marcas comerciales, u otros bienes 
o derechos similares; 

el uso, o el derecho al uso, de equipos industria- 
les, comerciales o científicos; 

la cesión de conocimientos o informaciones cien- 
tíficos, técnicos, industriales o comerciales; 

b) 

c) 

d) las prestaciones de asistencia que tengan carác- 
ter auxiliar y subordinado respecto de, y que se pres- 
ten para permitir la aplicación o disfrute de, los bienes 
o derechos mencionados en el epígrafe a), los equipos 
mencionados en el epígrafe b), o los conocimientos o 
informaciones mencionados en el epígrafe c); 

e) el uso, o el derecho al uso de: 

i) películas cinematográficas; 
ii) películas o cintas para uso en relación con la te- 

iii) cintas para uso en relación con la radiodifusión; o 
levisión; o 

f )  la renuncia total o parcial al uso o la cesión de 
los bienes o derechos a los que se refiere este apartado. 

4. Las disposiciones del apartado 2 no serán apli- 
cables si el beneficiario efectivo de los cánones, resi- 
dente de uno de los Estados contratantes, realiza en el 
otro Estado contratante, del que proceden los cánones, 
una actividad industrial o comercial por medio de un 
establecimiento permanente situado en él, o presta en 
ese otro Estado servicios personales independientes por 
medio de una base fija allí situada, y los bienes o dere- 
chos respecto de los cuales se pagan o acreditan los cá- 
nones están vinculados efectivamente a dichos 
establecimiento permanente o base fija. En tales casos, 
serán aplicables las disposiciones del artículo 7 o del 
artículo 14, según proceda. 

Los cánones se consideran procedentes de un Es- 
tado contratante cuando el deudor es el propio Esta- 
do, o una de sus subdivisiones políticas o entidades 
locales, o un residente de ese Estado. Sin embargo, 
cuando el deudor de los cánones, sea o no residente de 
uno de los Estados contratantes, tenga en uno de los 
Estados contratantes o fuera de ambos, un estableci- 
miento permanente o una base fija en relación con los 
cuales se haya contraído la obligación de pago de los 
cánones, y dichos establecimiento permanente o base 
fija soporten la carga de los mismos, los cánones se con- 
siderarán procedentes del Estado donde estén situados 
el establecimiento permanente o la base fija. 

Se considerará que una persona es residente de 
uno de los Estados contratantes a los efectos del apar- 
tado 5 si tiene esa consideración en virtud de la legis- 
lación fiscal de ese Estado, con independencia de lo que 
pueda resultar de la aplicación a dicha persona de las 
disposiciones del apartado 3 o el apartado 4, según pro- 
ceda, del artículo 4. 

Cuando, por razón de las relaciones especiales 
existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo de 
los cánones, o de las que uno y otro mantengan con ter- 
ceros, el importe de los cánones pagados o acreditados, 
habida cuenta de la prestación por la que se pagan o 
acreditan, exceda del que habrían convenido el deudor 
y el beneficiario efectivo en ausencia de tales relacio- 
nes, las disposiciones de este artículo sólo se aplicarán 
a este último importe. En tal caso, el exceso pagado o 
acreditado podrá someterse a imposición con arreglo 

5. 

6. 

7. 
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a la legislación fiscal de cada Estado contratante, te- 
niendo en cuenta las demás disposiciones del presente 
Convenio. 

ARTICULO 13 

Enajenación de bienes 

1. Las rentas o ganancias que un residente de uno 
de los Estados contratantes obtenga de la enajenación 
de los bienes inmuebles a que se refiere el artículo 6 
y, tal como se establece en ese artículo, situados en el 
otro Estado contratante, pueden someterse a imposi- 
ción en ese otro Estado. 

Las rentas o ganancias que se deriven de la ena- 
jenación de bienes distintos de los bienes inmuebles a 
que se refiere el artículo 6 que formen parte del activo 
de un establecimiento permanente que una empresa de 
uno de los Estados contratantes tenga en el otro Esta- 
do contratante, o que pertenezcan a una base fija de que 
un residente del Estado mencionado en primer lugar 
disponga en el otro Estado para la prestación de servi- 
cios personales independientes, comprendidas las ren- 
tas o ganancias derivadas de la enajenación de ese 
establecimiento permanente (sólo o con el conjunto de 
la empresa) o de esa base fija, pueden someterse a im- 
posición en ese otro Estado. 

Las rentas o ganancias derivadas de la enajena- 
ción de buques o aeronaves explotados en tráfico inter- 
nacional, o de bienes distintos de los inmuebles a que 
se refiere el artículo 6 afectos a la explotación de tales 
buques o aeronaves, sólo pueden someterse a imposi- 
ción en el Estado contratante del que sea residente la 
empresa que explota dichos buques o aeronaves. 

Las rentas o ganancias obtenidas por un residen- 
tes de uno de los Estados contratantes de la enajena- 
ción de acciones o participaciones análogas en una 
sociedad cuyo activo esté constituido, en su totalidad 
o principalmente, por bienes inmuebles de los referi- 
dos en el artículo 6 situados en el otro Estado contra- 
tante, pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado. 

S. Las rentas o ganancias derivadas de la enajena- 
ción de acciones o participaciones análogas en una so- 
ciedad distinta de las mencionadas en el apartado 4 de 
este artículo, residente de uno de los Estados contra- 
tantes, pueden someterse a imposición en ese Estado 
contratante si el perceptor de las rentas o ganancias ha 
detentado durante el período de 12 meses precedente 
a dicha enajenación, directa o indirectamente, una par- 
ticipación de al menos el 10 por ciento en el capital de 
dicha sociedad. 

6. Las disposiciones de este artículo no impedirán 
la aplicación de la legislación de un Estado contratan- 
te relativa a la imposición de las ganancias de capital 
derivadas de la enajenación de bienes distintos de los 
mencionados en los apartados precedentes de este ar- 
tículo. 

2.  

3. 

4. 

ARTICULO 14 

Servicios personales independientes 

1. Las rentas obtenidas por una persona física resi- 
dente de uno de los Estados contratantes de la presta- 
ción de servicios profesionales u otras actividades 
independientes de naturaleza semejante sólo pueden so- 
meterse a imposición en ese Estado, salvo que dicha 
persona física disponga de manera habitual de una base 
fija en el otro Estado contratante para la realización 
de sus actividades. Si la persona física dispone de tal 
base fija, las rentas pueden someterse a imposición en 
el otro Estado, pero solamente en la medida en que pue- 
dan atribuirse a las actividades realizadas desde esa ba- 
se fija. 

2 .  La expresión ((servicios profesionales» compren- 
de los servicios prestados en el ejercicio de activida- 
des independientes de carácter científico, literario, 
artístico, educativo o pedagógico, así como las activi- 
dades independientes de médicos, abogados, ingenie- 
ros, arquitectos, odontólogos y contables. 

ARTICULO 15 

Servicios personales dependientes 

1. Sin perjuicio de las disposiciones de los artícu- 
los 16, 18 y 19, los sueldos, salarios y remuneraciones 
similares obtenidos por una persona física residente de 
uno de los Estados contratantes por razón de un em- 
qleo sólo pueden someterse a imposición en ese Esta- 
do, a no ser que el empleo se ejerza en el otro Estado 
contratante. Si el empleo se ejerce allí, las remunera- 
ciones derivadas de tal ejercicio pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado. 

2 .  No obstante las disposiciones del apartado 1, las 
remuneraciones obtenidas por una persona física resi- 
dente de uno de los Estados contratantes por razón de 
un empleo ejercido en el otro Estado contratante sólo 
pueden someterse a imposición en el Estado mencio- 
nado en primer lugar si: 

a) el perceptor no permanece en total en ese otro 
Estado, en uno o varios períodos, más de ciento ochen- 
ta y tres días durante el año fiscal de ese otro Estado. 

b) las remuneraciones se pagan por, o en nombre 
de, una persona empleadora que no es residente de ese 
otro Estado; y 

c) las remuneraciones no son deducibles para la de- 
terminación de los beneficios fiscales de un estableci- 
miento permanente o de una base fija que la persona 
empleadora tenga en ese otro Estado. 

3. N o  obstante las disposiciones precedentes de es- 
te artículo, las remuneraciones obtenidas por razón de 
un empelo ejercido a bordo de un buque o aeronave ex- 
plotados en tráfico internacional por un residente de 
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uno de los Estados contratantes pueden someterse a im- 
posición en ese Estado. 

ARTICULO 16 

Participaciones de consejeros 

Las participaciones, dietas de asistencia y otras re- 
tribuciones similares que una persona residente de uno 
de los Estados contratantes obtenga como miembro del 
consejo de administración o de vigilancia de una socie- 
dad residente del otro Estado contratante pueden so- 
meterse a imposición en ese otro Estado. 

ARTICULO 17 

Profesionales del espectáculo 

1. N o  obstante las disposiciones de los artículos 14 
y 15, las rentas obtenidas por un profesional del espec- 
táculo (como actores de teatro, cine, radio o televisión 
y músicos y deportistas) del ejercicio de su actividad 
personal en esa calidad pueden someterse a imposición 
en el Estado contratante en el que dichas actividades 
se realicen. 

Cuando las rentas derivadas de las actividades 
realizadas por un profesional del espectáculo personal- 
mente y en esa calidad se atribuyan, no a ese profesio- 
nal del espectáculo, sino a otra persona, dichas rentas 
pueden, no obstante las disposiciones de los artículos 
7, 14 y 15, someterse a imposición en el Estado contra- 
tante en el que se realicen las actividades del profesio- 
nal del espectáculo. 

N o  obstante las disposiciones de los apartados 1 
y 2, las rentas obtenidas por un residente de uno de los 
Estados contratantes de las actividades realizadas en 
su calidad de profesional del espectáculo en el otro Es- 
tado contratante estarán exentas de imposición en el 
otro Estado contratante si la visita al mismo en rela- 
ción con el ejercicio de dichas actividades se financia 
sustancialmente con fondos públicos del Estado men- 
cionado en primer lugar o de una de sus subdivisiones 
políticas o entidades locales. 

2. 

3. 

ARTICULO 18 

Pensiones y anualidades 

1. Sin perjuicio de las disposiciones del apartado 2 
del artículo 19, las pensiones y anualidades pagadas a 
un residente de uno de los Estados contratantes sólo 
pueden someterse a imposición en ese Estado. 

El término «anualidad» significa una cantidad de- 
terminada pagada periódicamente en plazos preestable- 
cidos, con carácter vitalicio o durante un período de 
tiempo determinado o determinable, en virtud de una 

2. 

obligación de efectuar los pagos en compensación de 
una prestación adecuada en dinero o susceptible de va- 
loración en dinero. 

Las pensiones alimenticias u otros pagos de ma- 
nutención procedentes de uno de los Estados contra- 
tantes y pagados a un residente del otro Estado 
contratante sólo puede someterse a imposición en el Es- 
tado mencionado en primer lugar. 

3. 

ARTICULO 19 

Funciones públicas 

1. Las remuneraciones, excluidas las pensiones o 
anualidades, pagadas por uno de los Estados contra- 
tantes o una subdivisión política o entidad local de ese 
Estado a una persona física por razón de servicios pres- 
tados en el ejercicio de funciones públicas, sólo pue- 
den someterse a imposición en ese Estado. Sin embargo, 
dichas remuneraciones sólo pueden someterse a impo- 
sición en el otro Estado contratante si las servicios se 
prestan en ese otro Estado y el perceptor es un residente 
de ese otro Estado que: 

a) posee la ciudadanía o la nacionalidad de ese Es- 
tado; o 

b) no ha adquirido la condición de residente de ese 
Estado solamente para prestar los servicios. 

2.  a) Las pensiones pagadas por un Estado contra- 
tante o una subdivisión política o entidad local de ese 
Estado contratante, bien directamente o con cargo a 
fondos constituidos, a una persona física por razón de 
servicios prestados a ese Estado o subdivisión o enti- 
dad, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado. 

Sin embargo, dichas pensiones sólo pueden so- 
meterse a imposición en el otro Estado contratante si 
la persona física es un residente y posee la ciudadanía 
o la nacionalidad de ese Estado. 

b) 

3. No obstante las disposiciones de los apartados 1 
y 2 ,  las disposiciones de los artículos 15, 16 y 18 son 
aplicables a las remuneraciones y pensiones pagadas 
por razón de servicios prestados en el marco de una ac- 
tividad industrial o comercial realizada por un Estado 
contratante o una de sus subdivisiones políticas o en- 
tidades locales. 

ARTICULO 20 

Estudiantes 

Cuando un estudiante que sea residente de uno de los 
Estados contratantes o io haya sido inmediatamente an- 
tes de llegar al otro Estado contratante y que perma- 
nezca temporalmente en ese otro Estado con el único 
fin de proseguir sus estudios, reciba pagos proceden- 
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tes de fuentes situadas fuera de ese Estado para cubrir 
sus gastos de manutención o enseñanza, dichos pagos 
estarán exentos de imposición en ese otro Estado. 

ARTICULO 21 

Rentas no mencionadas expresamente 

1. Las rentas de un residente de uno de los Estados 
contratantes no menionadas expresamente en los an- 
teriores artículos del presente Convenio sólo pueden so- 
meterse a imposición en ese Estado. 

Sin embargo, las rentas obtenidas por un residen- 
te de uno de los Estados contratantes de fuentes situa- 
das en el otro Estado contratante pueden también 
someterse a imposición en ese otro Estado. 

3.  Las disposiciones del apartado 1 no son aplica- 
bles a las rentas obtenidas por un residente de uno de 
los Estados contratantes cuando tales rentas estén vin- 
culadas efectivamente a un establecimiento permanente 
o a una base fija situados en el otro Estado contratan- 
te. En tal caso, serán aplicables las disposiciones del 
artículo 7 o del artículo 14, según proceda. 

2. 

ARTICULO 22 

Fuente de las rentas 

Las rentas, beneficios o ganancias obtenidos por un 
residente de uno de los Estados contratantes que, con 
arreglo a uno o más de los artículos 6 a 8, 10 a 17 y 21, 
puedan someterse a imposición en el otro Estado con- 
tratante, tendrán la consideración de rentas de fuentes 
situadas en ese otro Estado a los efectos del artículo 23 
y de la legislación relativa a la imposición sobre la renta 
de los respectivos Estados contratantes. 

ARTICULO 23 

Métodos para eliminar la doble imposición 

1. Sin perjuicio de las disposiciones de la legislación 
de Australia vigentes en cada momento (siempre que 
no se modifique el principio general expresado en di- 
cha legislación) relativas al reconocimiento de créditos 
u otras desgravaciones en el impuesto australiano por 
razón de impuestos pagados fuera de Australia, el im- 
puesto español pagado con arreglo a la legislación de 
España y conforme a las disposiciones de este Conve- 
nio, ya sea directamente o mediante retención en la 
fuente, sobre las rentas obtenidas por una persona re- 
sidente de Australia de fuentes situadas en España, se 
admitirá como crédito o dará lugar a una desgravación 
en el impuesto australiano devengado respecto de di- 
chas rentas. 

Cuando una sociedad residente de España y que 2.  

no sea residente de Australia a los efectos de la impo- 
sición australiana, pague dividendos a una sociedad re- 
sidente de Australia que posea, directa o indirectamen- 
te, al menos el 10 por ciento de las acciones con dere- 
cho de voto de la sociedad mencionada en primer lu- 
gar, el crédito fiscal a que se refiere el apartado 1 
incluirá el impuesto español pagado por la sociedad 
mencionada en primer lugar sobre aquella parte de los 
beneficios que corresponda a los dividendos pagados. 

En el caso de España, la doble imposición se evi- 
tará de la siguiente forma: 

3. 

a) Cuando un residente de España obtenga rentas 
o ganancias que con arreglo a las disposiciones de este 
Convenio puedan someterse a imposición en Australia, 
España concederá: 

i) como deducción del impuesto sobre la renta de 
dicho residente, un importe igual a la cuantía del im- 
puesto sobre las rentas o ganancias pagado en Austra- 
lia; y 

ii) tratándose de dividendos pagados por una sacie- 
dad residente de Australia a una sociedad residente de 
España que posea directamente al menos el 25 por cien- 
to del capital de la sociedad que paga los dividendos, 
la deducción incluirá, además del importe deducible 
conforme al epígrafe i) de este apartado, aquella parte 
del impuesto efectivamente pagado por la sociedad 
mencionada en primer lugar sobre los beneficios con 
cargo a los cuales se pagan los dividendos, en la cuan- 
tía correspondiente a tales dividendos, siempre que di- 
cha cuantía se incluya, a estos efectos, en la base 
imponible de la sociedad que perciba los mismos; 

en cualquiera de los casos, dicha deducción no PO- 

drá, sin embargo, exceder de la parte del impuesto SO- 

bre las rentas o ganancias, calculado antes de practicar 
la deducción, que corresponda a las rentas o ganancias 
que pueden someterse a imposición en Australia; y 

b) cuando con arreglo a cualquier disposición de es- 
te Convenio las rentas o ganancias obtenidas por un re- 
sidente de España estén exentas de imposición en 
España, Espafia podrá, no obstante, tomar en conside- 
ración las rentas o ganancias exentas para la determi- 
nación del impuesto sobre las restantes rentas o 
ganancias de dicho residente. 

ARTICULO 24 

Procedimiento amistoso 

1. Cuando una persona residente de uno de los Es- 
tados contratantes considere que las medidas adopta- 
das por las autoridades competentes de uno o de ambos 
Estados contratantes implican o pueden implicar pa- 
ra ella una imposición que no esté conforme con las dis- 
posiciones del presente Convenio, con independencia 

- 10- 
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de los recursos previstos por el Derecho interno de esos 
Estados, podrá someter su caso a la autoridad compe- 
tente del Estado contratante del que sea residente. El 
caso deberá ser planteado dentro de los tres años si- 
guientes a la primera notificación de la medida que im- 
plique una suposición no conforme a las disposiciones 
del Convenio. 

La autoridad competente, si la reclamación le pa- 
rece fundada y si ella misma no está en condiciones de 
adoptar una solución satisfactoria, hará lo posible por 
resolver la cuestión mediante un acuerdo amistoso con 
la autoridad competente del otro Estado contratante a 
fin de evitar una imposición que no se ajuste a este Con- 
venio. La solución acordada se aplicará no obstante los 
plazos previstos por la legislación interna de los Esta- 
dos contratantes. 

3. Las autoridades competentes de los Estados con- 
tratantes harán lo posible por resolver las dificultades 
o disipar las dudas que plantee la aplicación del Con- 
venio de común acuerdo. 

Las autoridades competentes de los Estados con- 
tratantes podrán comunicarse directamente entre sí pa- 
ra llevar a efecto las disposiciones de este Convenio. 

2. 

4. 

ARTICULO 25 

Intercambio de información 

1. Las autoridades competentes de los Estadoscon- 
tratantes intercambiarán las informaciones necesarias 
para aplicar el presente Convenio o la legislación inter- 
na de los Estados contratantes relativa a los impues- 
tos comprendidos en el Convenio en la medida en que 
la imposición exigida con arreglo a la misma no sea con- 
traria al Convenio. El intercambio de información no 
viene limitado por el artículo 1.  Las informaciones re- 
cibidas por la autoridad competente de un Estado con- 
'tratante serán mantenidas secretas de igual forma que 
las informaciones obtenidas en base a la legislación in- 
terna de ese Estado y sólo se comunicarán a las perso- 
nas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos 
administrativos) encargados de la gestión o recaudación 
de los impuestos comprendidos en el Convenio, de los 
procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a di- 
chos impuestos o de la resolución de los recursos rela- 
tivos a los mismos, y serán utilizadas solamente para 
esos fines. 

En ningún caso las disposiciones del apartado 1 
podrán interpretarse en el sentido de obligar a la auto- 
ridad competente de un Estado contratante a: 

2. 

a) adoptar medidas administrativas contrarias a su 
legislación o práctica administrativa o a las del otro Es- 
tado contratante; 

b) suministrar información que no se pueda obte- 
ner sobre la base de su propia legislación o en el ejer- 

cicio de su práctica administrativa normal o de las del 
otro Estado contratante; 

suministrar informaciones que revelen un secre- 
to comercial, industrial o profesional o un procedimien- 
to comercial, o informaciones cuya comunicación sea 
contraria al orden público. 

c) 

ARTICULO 26 

Funcionarios diplomáticos y consulares 

Las disposiciones del presente Convenio no afectan 
a los privilegios fiscales de que disfruten los funciona- 
rios diplomáticos o consulares con arreglo a las nor- 
mas generales de Derecho internacional o en virtud de 
las disposiciones de acuerdos internacionales espe- 
ciales. 

ARTICULO 27 

Entrada en vigor 

Este Convenio entrará en vigor en la fecha en que los 
Estados contratantes intercambien notas a través de los 
canales diplomáticos notificándose mutuamente el 
cumplimiento del último de los requisitos requeridos 
a tal fin en Australia y en España, y consiguientemen- 
te surtirá efectos: 

a) en ambos Estados contratantes, en relación con 
la imposición en la fuente de las rentas obtenidas por 
no residentes, respecto de las rentas que se obtengan 
a partir del día 1 de enero del año civil inmediato si- 
guiente a aquél en que el Convenio entre en vigor; 

en Australia, en relación con otra imposición aus- 
traliana, respecto de las rentas de cualquier período im- 
positivo que comience a partir del día 1 de julio del año 
civil inmediato siguiente a aquél en que el Convenio en- 
tre en vigor; 

en España, en relación con otras modalidades de 
imposición sobre la renta, respecto de la imposición re- 
lativa a los períodos impositivos que comiencen a par- 
tir del día 1 de enero del año civil inmediato siguiente 
a aquél en que el Convenio entre en vigor. 

b) 

c) 

ARTICULO 28 

Denuncia 

El presente Convenio permanecerá en vigor indefi- 
nidamente, pero cualquiera de los Estados contratan- 
tes podrá notificar por escrito la denuncia del Convenio 
al otro Estado contratante, a través de los canales di- 
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plomáticos, hasta el día 30 de junio de cualquier año 
civil que comience transcurrido el plazo de 3 años des- 
de la fecha de su entrada en vigor y, en su caso, el Con- 
venio cesará en sus efectos: 

a) en ambos Estados contratantes, en relación con 
la imposición en la fuente de las rentas obtenidas por 
no residentes, respecto de las rentas que se obtengan 
a partir del día 1 de enero del año civil inmediato si- 
guiente a aquél en que se notifique la denuncia; 

b) en Australia, en relación con otra imposición aus- 
traliana, respecto de las rentas de cualquier período im- 
positivo que comience a partir del día 1 de julio del año 
civil inmediato siguiente a aquél en que se notifique la 
denuncia; 

c) eri España, en relación con otras modalidades de 
imposición sobre la renta, respecto de la imposición re- 
lativa a los períodos impositivos que comiencen a par- 
tir del día 1 de enero del año civil inmediato siguiente 
a aquél en que se notifique la denuncia. 

En testimonio de lo cual los signatarios, debidamen- 
te autorizados al efecto, han firmado el presente 
Convenio. 

Hecho en doble ejemplar en Canberra el 24 de mar- 
zo de 1992, en los idiomas español e inglés, siendo am- 
bos textos igualmente auténticos. 

Cuesta de San Vicente, 28 y 36 
Teléfono 547-23-00.-28008 Madrid 

Depósito legal: M. 12.580 - 1961 

PROTOCOLO AL CONVENIO ENTRE EL REINO DE 
ESPAÑA Y AUSTRALIA PARA EVITAR LA DOBLE IM- 
POSICION Y PREVENIR LA EVASION FISCAL EN MA- 

TERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA 

El Reino de España y Australia, con referencia al Con- 
venio entre el Reino de España y Australia para evitar 
la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en ma- 
teria de impuestos sobre la renta firmado el día de hoy 
en (designado en este Protocolo como «el Conven'io))), 
han acordado lo siguiente: 

Si Australia concluyera posteriormente un Convenio 
con un tercer Estado incluyendo un artículo sobre no 
discriminación, Australia informará inmediatamente al 
Reino de España por escrito a través de los canales di- 
plomáticos y entablará negociaciones con el mismo, a 
fin de disponer el mismo trato para el Reino de Espa- 
ña que el que se haya dispuesto para ese tercer Estado. 

El presente Protocolo formará parte integrante del 
Convenio. 

En testimonio de lo cual los signatarios, debidamen- 
te autorizados al efecto, han firmado el presente Pro- 
t ocolo. 

Hecho en doble ejemplar en Canberra el 24 de mar- 
zo de 1992, en los idiomas español e inglés, siendo am- 
bos textos igualmente auténticos. 
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